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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: SERGIO ARMANDO CARDENAS BLANCO <sa.cardenas@correo.policia.gov.co> 
Enviado: jueves, 27 de mayo de 2021 4:52 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: CONTESTACION DEMANDA, PODER Y ANEXOS
 
Bogotá D.C.,  
 
 
Honorable 
EDITH ALARCON BERNAL 
JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C -
SECCIÓN TERCERA 
E.        S.        D. 
 

Proceso 11001334306120210003500 
Demandante ROSALBA ROJAS RIVAS Y OTROS 
Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 
Medio de control REPARACIÓN DIRECTA 
Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 
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Teniente SERGIO ARMANDO CÁRDENAS BLANCO
Abogado Área Defensa Judicial
Secretaria General de la Policía Nacional
Correo: sa.cardenas@correo.policia.gov.co
Celular: 3014200552
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL  

 
 
Bogotá D.C.,  
 
 
Honorable 
EDITH ALARCON BERNAL 
JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C 
- SECCIÓN TERCERA 
E. S. D. 
 

Proceso 11001334306120210003500 

Demandante ROSALBA ROJAS RIVAS Y OTROS 

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

Medio de control REPARACIÓN DIRECTA 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
SERGIO ARMANDO CARDENAS BLANCO, mayor de edad, residenciado en esta ciudad, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 1.032.427.938 de Bogotá y portador de la tarjeta 

profesional número 255.464 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de 

apoderado de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, de acuerdo al poder 

que se anexa, me permito presentar CONTESTACION DE LA DEMANDA en los siguientes 

términos: 

 
I. A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS QUE SE SOLICITAN 
 
FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

En el evento que el despacho analizare la responsable a la Nación – Ministerio de Defensa 

Nacional – Policía Nacional por los hechos demandados, téngase en cuenta que los mismos se 

encuentran enmarcados dentro de los requisitos configurativos de la causal de ausencia de 

responsabilidad de la CULPA Y RESPONSABILIDAD PERSONAL DEL AGENTE, toda vez que 

el actor, tenía conocimiento de su estado de salud y del procedimiento que debía seguir para 

terminar su disminución de la capacidad y concepto médicos o en su defecto si no se encontraba 

en sus sentidos óptimos de salud, convocar nuevamente y la veces que fuera necesario el 

sistema de salud para otorgar la incapacidad medica pertinente con vigencia de las restricciones, 

se enuncia que los hechos, no son atribuibles al Servicio de Policía o su misionalidad, la institución 

Policía Nacional. 

 
II. A LOS HECHOS Y OMISIONES QUE SE ADUCEN EN LA DEMANDA 
 
AL HECHO 1. Tocante a que el señor LUIS FERNANDO ROSERO ROJAS, ingreso a la prestar 
servicio a la Policía y realizo sus funciones hacia la misma, queda demostrado en la hoja de 
servicios sobre la fecha exacta de su ingreso, sus cargos y calificación de la prestación del 
servicio de policía. 
  
AL HECHO 2 al HECHO 11. Frente a lo determinado por hecho sobre los exámenes médicos y 
los problemas de salud que ostentaba en el año 2016 el actor, es pertinente realizar un estudio y 
análisis de las incapacidad y observaciones que realizaron los médicos tratantes, sin embargo, 
es menester recordar que las incapacidades tienen un término de duración y de observaciones 
que son para el término de la incapacidad, si al momento, de prestar el servicio de policía se 
encuentra apto y no tiene limitaciones para el mismo, es imposible conocer medicamente por los 
comandantes el proceso médico que se lleve a cabo, así mismo, si el tenia incapacidad o alguna 
restricción debió ponerla en conocimiento de la oficina de Talento Humano de la Metropolitana 
de Bogota y de igual forma, requerir a la autoridad medica sobre su permanencia en las excusas 
medicas y no que lo dieran de alta para la prestación del servicio policial.  
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De la misma forma, es importante recalcar que si la situación que aduce el apoderado de la parte 
actora sobre las diferentes condiciones de salud del actor y sus restricciones eran de ese talante, 
existe una negligencia e inobservacia del señor LUIS FERNANDO ROSERO ROJAS, al no 
presentarse nuevamente para la extensión de la incapacidad sino por el contrario llegar al servicio 
de policía como apto para el mismo. 
 
CABE ACLARAR EN ESTE PUNTO, QUE SI BIEN ESTABA EN UNA CONDICIÓN DE SALUD 
ESTABLECIDA POR SANIDAD COMO LO ADUCE EL APODERADO, DEBIO REALIZAR 
TODOS LOS TRAMITES CORRESPONDIENTES PARA LA SOLICITUD DE CONCEPTO 
MEDICO QUE DETERMINARA SUS CONDICIONES DE SALUD, SU DISMINUCIÓN DE LA 
CAPACIDAD Y SI ERA O NO APTO PARA EL SERVIDO DE POLICIA. 
 
NO PUEDE VER LA POLICIA NACIONAL, QUE EL ACTOR SE PRESENTE AL SERVICIO DE 
POLICÍA SIN NINGUNA PRUEBA QUE ACREDITE QUE PARA EL DIA DE LOS HECHOS EL 
SE ENCONTRABA EXCUSADO O CON ALGUNA LIMITACION VIGENTE. 
 
De igual manera, dentro del acápite de los hechos se observa que el actor fue y realizo sus 
debidas excusas con sus restricciones que tenían un termino determinado, es decir, que 
cada excusa cuenta con un tiempo de vigencia como sus restricciones y eso lo sabe cada 
uniformado, por tal motivo, si al momento de realizar su SERVICIO DE POLICIA, no tenia 
vigente una excusa que determinara su actuar policial condicionado no TENIA LA 
CALIDAD PARA EXIGIR SUS CONDICIONES MEDICAS. 
 
ASI MISMO, A LA FECHA NO EXISTE CONCEPTO MEDICO QUE ACREDITE QUE ALGUNO 
DE LOS ESPECIALISTA DE LA SALUD, HAYAN EMITIDO UN DICTAMEN O 
RESTRICCIONES GENERALES DEL ACTOR.  
 
      
III. RAZONES DE DEFENSA 
 
En primer lugar, se advierte que la parte actora solicita, que se declare la responsabilidad 
administrativa de la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, bajo el título de 
imputación de falla en el servicio, por los perjuicios morales causados a los demandantes por el 
suicidio del Señor LUIS FERNANDO ROSERO ROJAS, el día 04 de noviembre de 2018. 
 
Es procedente advertir que el constituyente primario de 1991, estableció en la Carta Política en 
el artículo 90, que el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas, como consecuencia 
de ello, la responsabilidad en general descansa en dos (2) elementos: 
 

1. El daño antijurídico y 
2. la imputación. 

 
El primero, denominado DAÑO ANTIJURÍDICO, incorporado a nuestra legislación por la 
jurisprudencia y la doctrina española, se dijo que daño antijurídico era aquel que la víctima no 
estaba obligada a soportarlo, presentándose un desplazamiento de la culpa que era el elemento 
tradicional de la responsabilidad para radicarlo en el daño mismo, es decir, que éste resultaba 
jurídico si constituía una carga pública, o antijurídico si era consecuencia del desconocimiento 
por parte del mismo Estado del derecho legalmente protegido, de donde surgía la conclusión que 
no tenía el deber legal de soportarlo. 
 
En éste orden de ideas, el daño antijurídico que pretenden los demandantes representada por 
sus padres, es el relativo a la falla del servicio que no tenían por qué soportarlo; sin embargo, de 
todo lo argumentado en el escrito de la demanda, en su mayoría no se aportó la documental que 
corroborara citadas manifestaciones, desconociéndose que estamos frente a una jurisdicción 
rogada, en la cual se deben demostrar y probar los hechos que sustenten las pretensiones, lo 
cual en el caso en litigio, carece de material probatorio para demostrar lo pretendido, es decir, no 
se allega prueba a través de la cual se pueda demostrar o corroborar las manifestaciones de los 
daños y los perjuicios que se reclaman. 
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Al respecto y teniendo en cuenta las funciones Legales y Constitucionales de la Policía Nacional, 
no es posible, que mi defendida sea responsable por falla del servicio enmarcada según la 
defensa de los demandantes en acciones u omisiones, por el suicidio del Señor LUIS FERNANDO 
ROSERO ROJAS, durante el cumpliendo del servicio de Policía en el CAI Tres Reyes (como 
información), función, deber y servicio institucional, y por ello, se pretenda responsabilizar a mi 
defendida de unos presuntos daños y perjuicios. 
 
El segundo elemento, ha sido denominado IMPUTACIÓN, que no es más que el señalamiento 
de la autoridad que por acción u omisión haya causado el daño. En atención a que los 
demandantes pretenden que se declare la responsabilidad de mi defendida según su pensar, al 
respecto el Honorable Consejo de Estado en Jurisprudencia vigente relacionada con la 
responsabilidad extra contractual del Estado, se ha pronunciado en torno a la imputabilidad del 
daño señalando: 
 

“De allí que el elemento indispensable- aunque no siempre suficiente- para la 
imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de 
modo que este sea efecto del primero. Por eso, la parte última del inciso primero del 
artículo 90 de la C.P. en cuanto exige- en orden a deducir la responsabilidad patrimonial 
del estado-, que los daños antijurídicos sean “causados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad patrimonial del 
Estado tanto fáctica como jurídica”. (Sentencia Radicado C – 024/94 - Sentencia del 21 
de octubre de 1999, Sección Tercera - Expediente 10948-11643 Dr. ALIER E. 
HERNÁNDEZ). 

 
Dicho lo anterior, se puede constatar que los hechos narrados en la demanda en nada 
comprometen jurídica ni patrimonialmente a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional - Policía 
Nacional, dado que la muerte del orgánico en su momento, se presentaron cuando éste 
precisamente se encontraba en cumplimiento del deber, la función y la misión Constitucional 
encomendada y que estaba obligado por ser miembro activo de la Fuerza Pública – Policía 
Nacional. 
 
Aunado a lo explicado en precedencia, y con el ánimo de complementar los parámetros que 
deben presentarse para responsabilizar una entidad pública por una FALLA EN EL SERVICIO, 
se requiere de la presencia de tres (3) elementos reiterados jurisprudencialmente, así: 
 

1. El hecho. Causado por un funcionario en ejercicio de sus labores o con algún tipo de 
dependencia con el servicio, 
2. El daño. Infringido a una o varias personas; el cual debe ser cierto, determinado, 
concreto y 
3. El nexo causal. Entendido como la unión - vinculante existente entre los dos 
elementos, de tal manera que el uno sea la consecuencia del otro y que no medie entre 
las circunstancias especiales que excluyan la relación causal. 

 
Al respecto, así se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado en fallo del 14 de Febrero de 
1994 proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo con ponencia de la Dra. 
CONSUELO SARRIA, quien expresa: 
 

“Los hechos son causa pretendi de la demanda, en cuanto configuren la causa jurídica 
en que se fundamenta el derecho objeto de las pretensiones por eso desde el punto de 
vista procesal, su afirmación constituye un acto jurídico que tiene la trascendencia y 
alcance de definir los términos de la controversia y por lo tanto el alcance de la 
Sentencia, y debe ser objeto del debate durante el proceso, “para que si al final se 
encuentran debidamente probados puedan prosperar las peticiones de la 
demanda”, ya que al respecto de ellos pueden pronunciarse el juzgador en perfecta 
congruencia”. (Negrillas no corresponden al texto original). 

 
De este pronunciamiento, es claro que la imputabilidad del daño debe demostrarse desde la 
fundamentación fáctica como jurídica, y que permita al juzgador administrativo generar la certeza 
de que el daño fue producto de una acción u omisión del Estado de modo que el perjuicio sea 
efecto de tal acción, es decir, que exista entre el hecho y el daño una relación de causalidad, ante 
lo cual se reitera, que en este estadio procesal, no existen elementos probatorios que ofrezcan 
plena certeza respecto a que hubo falla del servicio por parte de la Policía Nacional, ni tampoco, 
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se establece que los hechos o actos determinantes que condujeron de manera decisiva a al 
muerte del actor, hubiese sido por acción u omisión de mi defendida en sus funciones 
constitucionales. 
 
FUNDAMENTOS Y ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES ESPECIALES DE LA CULPA 

PERSONAL DEL AGENTE. 

 

RESPONSABILIDAD PERSONAL DEL AGENTE - La simple calidad de funcionario público 

que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado. 

 

Si bien no se discute el hecho de que los agentes del Estado deben observar una conducta acorde 

con su investidura, la sola circunstancia de ostentar dicha calidad no hace a la entidad que 

representan responsable de los daños causados por su conducta.  En efecto, las actuaciones de 

los agentes estatales comprometen la responsabilidad del Estado cuando tienen algún nexo o 

vínculo con el servicio; es decir, la Administración no responde de los daños causados por la 

actividad estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, esto es, aquélla que se produce al 

margen de las funciones que el cargo le impone, o por fuera del servicio. La Corporación ha 

señalado en varias oportunidades, que las actuaciones de los funcionarios sólo compromete el 

patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo o vínculo con el 

servicio público. La simple calidad de funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula 

necesariamente al Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro su ámbito privado 

separado por completo de toda actividad pública1    

 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Actuación de los funcionarios 

públicos. Nexo con el servicio / CULPA PERSONAL DEL AGENTE - La simple calidad de 

funcionario público no vincula necesariamente al Estado / FUNCIONARIO PUBLICO - 

Conducta causante del daño debe tener vínculo con el servicio. Reiteración jurisprudencial 

 

De acuerdo con la jurisprudencia reiterada de la Sala, las actuaciones de los funcionarios sólo 

comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo o 

vínculo con el servicio público. La simple calidad de funcionario público que ostente el autor del 

hecho no vincula necesariamente al Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro de su 

ámbito privado separado por completo de toda actividad pública. .Se tiene así que para que la 

conducta causante del daño, desplegada por un agente estatal, tenga vínculo con el servicio, se 

requiere que ésta se presente externamente como expresión o consecuencia del funcionamiento 

del servicio público. (…) para que surja responsabilidad a cargo de las entidades, no es suficiente 

con evidenciar que el daño ha sido causado por un agente de la administración, o con la utilización 

de algún elemento de los que usan los organismos del Estado para el desempeño de sus 

funciones, sino que además es necesario demostrar que las actividades del agente estuvieron 

relacionadas con el servicio, labor en la cual habrá de observarse, en cada caso concreto, si el 

agente estatal actuó prevalido de su función administrativa, lo cual se determina, a su vez, 

evaluando si el daño ocurrió en horas en que se prestaba o debía prestarse el servicio, o si devino 

con ocasión del mismo, y/o si acaeció en el lugar donde éste se prestaba. Igualmente, debe 

estudiarse si el agente actuó –u omitió actuar- impulsado por el cumplimiento del servicio bajo su 

responsabilidad, y si el particular percibió la encarnación del servicio público en el agente estatal 

directamente generador del daño.2 

 

                                      
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA Consejera ponente: MYRIAM 
GUERRERO DE ESCOBAR Bogotá, D.C., catorce (14) de abril de dos mil diez (2010) Radicación número: 05001-23-31-000-
1995-01120-01(17898) 

 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION B Consejero 
Ponente: Danilo Rojas Betancourth Bogotá D. C., veintinueve (29) de marzo de dos mil once (2012) Expediente: 21 380 Radicación: 
20001-23-31-000-1999-00655-01 
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 Así mismo, es importante que la parte demandante acredite el NEXO CAUSAL, estos es la 

relación  entre el hecho y el daño, por el cual pretende que la Institución sea declarada 

responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante traer a colación lo manifestado por el H. 

Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 2007, radicado 16.898, Mp. Enrique Gil Botero, 

así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el elemento de 

imputación fáctica necesario para predicar en cabeza de la administración pública 

responsabilidad, no se encuentra demostrado, sin que para ello influya el régimen de 

imputación jurídica aplicable al supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) u 

objetivo (riesgo excepcional, daño especial, etc); lo anterior como quiera que tanto 

en los regímenes objetivos como subjetivos es requisito sine qua non que la 

parte actora demuestre plenamente la ocurrencia del daño antijurídico, así 

como el nexo que vincula ese perjuicio con la actuación de la administración; la 

diferencia entre uno u otro régimen –subjetivo y objetivo- estriba, simplemente en que 

en el segundo (objetivo) no juega el papel culpabilísimo con que haya actuado la 

administración pública.  

 

INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD DEL 

ESTADO  

 

Toda vez que no es posible endilgar responsabilidad a la Policía Nacional, para que se configure 

la responsabilidad del Estado, pues es importante que la parte demandante acredite el NEXO 

CAUSAL, estos es la relación  entre el hecho y el daño, por el cual pretende que la Institución sea 

declarada responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante traer a colación lo 

manifestado por el H. Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 2007, radicado 16.898, 

Mp. Enrique Gil Botero, así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el elemento de 

imputación fáctica necesario para predicar en cabeza de la administración pública 

responsabilidad, no se encuentra demostrado, sin que para ello influya el régimen de 

imputación jurídica aplicable al supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) u 

objetivo (riesgo excepcional, daño especial , etc); lo anterior como quiera que tanto 

en los regímenes objetivos como subjetivos es requisito sine qua non que la 

parte actora demuestre plenamente la ocurrencia del daño antijurídico, así 

como el nexo que vincula ese perjuicio con la actuación de la administración; la 

diferencia entre uno u otro régimen –subjetivo y objetivo- estriba, simplemente en que 

en el segundo (objetivo) no juega el papel culpabilistico con que haya actuado la 

administración pública.  

 

De  lo expuesto se puede concluir que la  parte demandante no asumió la carga probatoria que 

le correspondía, de acreditar los elementos esenciales para que pueda predicarse la 

responsabilidad patrimonial del Estado por falla en el servicio o por otro título de imputación,  por 

tanto, no están llamadas a prosperar las pretensiones de la demanda, al menos en cuanto a mi 

representada POLICIA NACIONAL 

 

Respecto a la carga de la prueba, el Consejo de Estado ha determinado que: 

 

“En consecuencia, la Sala advierte que no se acreditaron los hechos que sirvieron 

de fundamento a las pretensiones de la demanda, puesto que la actora no aportó 

pruebas ni desplegó actividad alguna tendiente a que se allegaran los medios de 

prueba necesarios para determinar la imputación del daño a la Administración 

Pública, es decir, que la parte demandante no asumió la carga probatoria que le 

correspondía. Al respecto, no debe olvidarse que la carga de la prueba es una regla 
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de nuestro derecho probatorio consagrada en el artículo 177 del C. de P. Civil, de 

acuerdo con el cual "Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 

normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen... "; dicho en otras 

palabras: para lograr que el juez dirima una controversia de manera favorable a las 

pretensiones, le corresponde al demandante demostrar en forma plena y completa 

los actos o hechos jurídicos de donde procede el derecho o nace la obligación, 

máxime si ninguna de las partes goza en el proceso colombiano de un privilegio 

especial que permita tener por ciertos los hechos simplemente enunciados en su 

escrito, sino que cada una de ellas deberá acreditar sus propias aseveraciones.  

 

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le 

indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que 

sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en este 

sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, debe anotarse que 

quien presenta la demanda, sabe de antemano cuáles hechos le interesa que 

aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así 

sea, más aun tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que 

solicita sean reconocidos. 

           

            Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir 

responsabilidad alguna a la Administración Pública, pues es indispensable 

demostrar, por los medios legalmente dispuestos para ello, todos los hechos 

que sirvieron de fundamento fáctico de la demanda y no solo la mera 

afirmación de los mismos, para poder establecer cuál fue la actividad del ente 

demandado que guarde el necesario nexo de causalidad con el daño y que 

permita imputarle la responsabilidad a aquel, situación que no se dio en el sub 

lite. (Consejo de Estado. Sentencia de 27 de abril de 2006. Cons Ponente Ramiro 

Saavedra Becerra. Exp 16079. Resalta la Sala.)”  

 

Así las cosas, al no existir responsabilidad imputable a la Institución que represento, por lo 

anterior solicito de manera desfavorablemente las pretensiones de la demanda por los motivos 

señalados en este escrito.  

 

FUNDAMENTOS Y ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES ESPECIALES DE LA CULPA 

EXCLUSIVA Y DETERMINANTE DE LA VÍCTIMA. 

 

HECHO DETERMINANTE Y EXCLUSIVO DE LA VICTIMA 

 

COROLARIO a lo anterior, es imposible pretender responsabilizar a LA NACION COLOMBIANA 

-MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL, por este hecho materia de esta litis, daño 

que sin lugar a dudas, provino del HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE LA VICTIMA.  

 

Por lo anterior mal haría la Nación, en responder por circunstancias que no podría llegar a 

controlar, más aún cuando el CONSEJO DE ESTADO en la  SECCION TERCERA de la SALA 

DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en Sentencia de diez (10 ) de marzo de dos mil cinco 

(2005), cuya Consejera ponente fue la Doctora  RUTH STELLA CORREA PALACIO, en el 

expediente de Radicado Número 25000-23-26-000-1991-07615-01(16231) en la que fungía como 

actor: JOSE VICENTE VILLATE CORREDOR Y OTROS- GRACIELA SERRANO GIL Y OTRO –

ACUMULADO y como demandado la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - 

POLICIA NACIONAL Y DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE AERONAUTICA CIVIL, se ha 

manifestado de la siguiente manera:   

 

Es cierto que el fin principal del Estado es procurar el bien común y para lograrlo se deben cumplir 

con mandatos constitucionales y legales como el de velar por la vida, honra y bienes de los 
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ciudadanos, pero estos no pueden ser ilimitados hasta el punto de evitarle a la comunidad y a los 

propios funcionarios de la institución las mínimas posibilidades de riesgo, y menos cuando estas 

situaciones son imprevisibles como en el asunto de autos. 

También el CONSEJO DE ESTADO ha dado una pauta jurisprudencial cuando fijó en la sentencia 

del 18 de diciembre de 1997, con ponencia del Doctor JESÚS MARÍA CARRILLO 

BALLESTEROS, en el expediente de radicado 12.942, cuyo actor fue la Señora MIRNA LUZ 

CATALÁN BARILIO, en la cual señaló: 

 

"…En efecto en el plenario no obra ningún medio de prueba que lleve a la convicción que los 

estamentos de seguridad del Estado fallaron a sus deberes constitucionales y que ello dio entrada 

a la responsabilidad de la administración.  

 

Es verdad que a la luz de lo dispuesto en la Constitución la fuerza pública está instituida para 

salvaguardar las condiciones necesarias del ejercicio de libertades públicas y para asegurar la 

convivencia pacífica de los colombianos. Sin embargo, este deber constitucional no reviste un 

carácter absoluto, porque si bien es incuestionable que la Policía Nacional debe velar por la 

seguridad de los ciudadanos, esta obligación debe cumplirse de acuerdo a los medios a su 

alcance, ya que resultaría prácticamente imposible de que dispusiera de un policía para cada 

ciudadano colombiano”. (Subrayado y negrillas fuera de texto). 

 

Según la jurisprudencia anotada, tal y como se ha indicado, en el plenario no obra ningún medio 

de prueba que lleve a la convicción que algún miembro de la Policía Nacional falló a sus deberes 

constitucionales y que ello dio entrada a la responsabilidad de la administración, por lo tanto, la 

presunta falla del servicio, se rompe por  el hecho determinante de la propia víctima  que con su 

actuar imprudente fue la raíz determinante de su propia muerte al repeler la acción de la autoridad 

policial.  

 

Este es otro de los casos, señor Juez en donde considero ya estamos llegando al extremo de 

pretender que el Estado responda por todas las actuaciones irresponsables de sus ciudadanos, 

queriendo que la Administración Pública se convierta en garante de los daños sufridos por los 

particulares, inclusive con su propia irresponsabilidad, así no tenga la Policía Nacional, ningún 

tipo de responsabilidad en la ocurrencia de los mismos. 

 

De igual forma, valga decir desde ya, que el actor en su demanda imputa la responsabilidad de 

la Policía Nacional bajo la teoría de Riesgo Excepcional, por  el manejo de vehículos,  en donde 

la actuación del agente estatal no importa; y de otro lado, alega también la aparente Culpa 

personal por parte del agente estatal que desembocó en el lamentable desenlace; de igual forma, 

sea de uno o del otro, estamos indiscutiblemente frente al hecho DETERMINANTE Y 

EXCLUSIVO DE LA VICTIMA, en donde se rompe completamente el nexo de causal, no 

configurándose los elementos constitutivos para la Responsabilidad extracontractual del Estado 

– Policía Nacional.    

Bien sabemos que, en relación con la responsabilidad del Estado, ha considerado el Honorable 

Consejo de Estado en reiterada Jurisprudencia que para la prosperidad de la demanda es 

necesario que se encuentren acreditados los siguientes requisitos básicos:  

 

a. Una Actuación o riesgo creado por la Administración. 

b. La ocurrencia de un daño o perjuicio. 

c. Relación de causalidad entre el daño y la actuación.  

 

Por todos los argumentos de defensa arriba expuestos y teniendo en cuenta el material probatorio 

allegado al proceso hasta el momento, se observa que si bien en el presente caso se ha 

acreditado el daño el suicidio (muerte) del actor, sobre los demás supuestos esenciales para 

declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, no se ha allegado prueba alguna que permita 

evidenciar la existencia de una relación de causalidad entre el daño y la actuación o el riesgo 



8 

 
 

creado por la administración, pues evidentemente la actuación y la muerte del actor, fueron 

ocasionadas por su propio actuar irresponsable al crear que se encontraba acto para el servicio, 

en consideración con lo antes mencionado, se tiene con sobrante material probatorio, que se han 

establecido los requisitos de la causal de ausencia de responsabilidad como es LA CULPA 

EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA, rompiéndose así, por completo, el nexo de causalidad, 

presentándose entonces la ausencia de pruebas que determinen la responsabilidad 

extracontractual del Estado – Ministerio de Defensa - Policía Nacional.  

 
Teniendo en cuenta los argumentos expuestos y sustentados en precedencia, me permito solicitar 
a la Honorable Juez de la República, DENEGAR las pretensiones de la demanda, y en 
consecuencia absolver a mi defendida - Policía Nacional de toda responsabilidad, siempre y 
cuando se llegue a una sentencia, ya que al existir ausencia de responsabilidad por tratarse la 
culpa exclusiva de la víctima, así se debe declarar en el presente litigio. 
 

ANEXOS 
 
Me permito anexar el poder legalmente conferido por el señor Secretario General de la Policía 
Nacional con sus anexos. 
 

PERSONERIA 
 
Solicito a la señora Juez de la República, por favor se sirva reconocerme personería de acuerdo 
al poder otorgado por el señor Secretario General de la Policía Nacional y los anexos que lo 
sustentan. 
 

NOTIFICACIONES 
 
Se reciben en la Avenia Calle 53 No. 58-33 Barrio la Esmeralda, correo electrónico: 
segen.tac@policia.gov.co, sa.cardenas@correo.policia.gov.co. 
 
 
 
 
Atentamente, 
 
 
 

 
SERGIO ARMANDO CARDENAS BLANCO 
CC. 1032427938 de Bogotá 
T.P 255.464 del C.S. de la J. 
CEL: 30142005552 
Correo electrónico: sa.cardenas@correo.policia.gov.co 
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